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Proyecto de artículos sin costo para la Rendición de Cuentas 2026, 
modificativos del Código de lo Contencioso Administrativo, ( ley N° 20333) 
propuestos por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

 

Con fecha 11 de Setiembre de 2024 el Poder Ejecutivo promulgó el proyecto de 
ley que se convirtió en la ley N° 20333 publicada en el Diario Oficial y que entró 
a regir el 24 de Diciembre de 2024 estableciendo el Código de lo Contencioso 
Administrativo. 

Prácticamente a un año y medio de su aplicación efectiva, el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo en su carácter de jerarca del sistema orgánico 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, ha entendido pertinente, proponer las 
siguientes modificaciones operativas que se entienden necesarias para el mejor 
funcionamiento jurisdiccional del sistema de la justicia anulatoria. 

Ellas responden a requerimientos advertidos por el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo así como por los órganos jurisdiccionales inferiores que han 
desempeñado su función jurisdiccional, en un marco de gran exigencia laboral.  

 

 

I. Competencia de los Juzgados Letrados en lo Contencioso Anulatorio en 
instancia única. Artículos 21, 33 último inciso y 197 primer inciso. 

Se propone suprimir todas las hipótesis previstas en las que los Juzgados 
Letrados en lo Contenciosos Anulatorio entienden en instancia única, pasando a 
tramitarse siempre en doble instancia.  

 

ART XX 

“Derógase el artículo 21 de la Ley Nº 20.333" 

Justificación: 

• Diagnóstico del problema 

El artículo 21 impide la revisión de las sentencias dictadas por los Jueces 
Letrados en lo Contencioso Anulatorio en casos de gran relevancia para los 
administrados. El referido artículo es una barrera legal para acceder a la garantía 
de la doble instancia cuando se impugnan actos que disponen sanciones de 
funcionarios que no exceden de quince días, clausuras, prohibiciones, 
inhabilitaciones o suspensiones de actividades que no superen el término de 
cinco días y los casos en los que la cuantía del asunto no excede de 70 Unidades 
Reajustables, que abarca a la mayoría de los actos de determinación de 
jubilaciones y pensiones de las personas en el país. 
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•  Fundamentación del cambio (necesidad, oportunidad, coherencia)  

Necesidad de permitir el acceso a la justicia y a la garantía de la doble 
instancia, en consonancia con el principio de tutela jurisdiccional efectiva, 
rector de los procesos jurisdiccionales contenciosos administrativos 
previsto en el artículo 3 del CCA.  

•  Definición clara del objetivo 

Reforzar el acceso a la justicia y garantizar el cumplimiento del principio de la 
tutela jurisdiccional efectiva al permitirse el examen en doble instancia en los 
casos en los que está vedado, en protección de los derechos de las partes. 

•  Resultados esperados 

Otorgar a las personas la posibilidad de acceder a la revisión de las sentencias 
en doble instancia y aumentar las garantías de los ciudadanos.  

 

En consecuencia, al suprimir el artículo 21 deberán modificarse los artículos 33 
y 197 suprimiendo la referencia a la tramitación en única instancia de los 
procesos iniciados ante los Juzgados Letrados en lo Contencioso Anulatorio para 
mantener la coherencia en el articulado. 

ART. XX 

“Sustitúyese el inciso final del art. 33 de la Ley Nº 20333 por el siguiente 
numeral: 

 “Será oída en último término solo antes de las sentencias que pudieren 
poner fin a los procesos principales que se sustancien ante el Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo (art. 315 de la Constitución) sea en instancia 
única o por vía de apelación.” 

 

ART. XX 

Sustitúyese el inciso primero del artículo 197 de la Ley Nº 20.333 por el 
siguiente: 

“Contra las sentencias de segunda instancia o sentencia de instancia única 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo corresponderá el recurso de 
revisión que solo podrá interponerse cuando se presenten elementos de 
juicio que, por su naturaleza, puedan determinar la modificación de la 
sentencia y de los cuales no hubiese podido hacer uso el recurrente 
durante el proceso. Este último extremo será probado si corresponde, en 
forma breve y sumaria.” 
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II. Creación del cargo de Juez Letrado suplente de lo Contencioso 
Anulatorio.  

ART.XX 

"La Ley creará el cargo de Juez Letrado suplente de lo Contencioso 
Anulatorio” 

Justificación 

• Diagnóstico del problema 

La asignación de competencia prevista en el Código de lo Contencioso 
Administrativo, para los órganos jurisdiccionales inferiores hacen necesario la 
creación del cargo de Juez Letrado suplente. 

• Fundamentación del cambio (necesidad, oportunidad, coherencia) 

Los órganos jurisdiccionales inferiores que llevan adelante el proceso anulatorio 
en el marco de su competencia en nuestro país son cuatro Juzgados Letrados 
de lo Contencioso Anulatorio.  Los mismos tienen competencia a nivel nacional 
y el cúmulo de trabajo en el ámbito de la justicia administrativa, determinan que 
el Tribunal de lo Contencioso Administrativo en su carácter de jerarca máximo 
del sistema orgánico evalúe y plantee esta necesidad operativa. El Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo ha observado que las licencias de los titulares de 
los cuatro turnos cubiertas mutuamente perjudican el funcionamiento eficiente 
del Juzgado subrogante y del subrogado. 

En efecto los artículos 14 y 15 del Código de lo Contencioso Administrativo 
determinan las potestades que tiene el Tribunal para garantizar el 
funcionamiento correcto del sistema de justicia administrativa. 

•  Definición del objeto 

El objetivo de la creación del cargo de Juez Letrado suplente de lo Contencioso 
Anulatorio permitirá responder mejor ante las eventualidades que suceden y 
pueden poner en riesgo la continuidad eficiente del servicio de justicia 
administrativa. 

• Resultados esperados 

Fortalecer el sistema de la justicia administrativa en el país, impidiendo que las 
licencias de los magistrados titulares de los cuatro turnos, determinen la 
subrogación mutua y con ello la sobrecarga y entorpecimiento del ágil 
funcionamiento del servicio. 

III. Suprimir doble notificación cuando el interesado no fue encontrado. 

ART XX 



4 
 

“ Sustitúyese el artículo 102 del Código de lo Contencioso Administrativo  
por el siguiente: “ Cuando la notificación personal se practique en el 
domicilio, real o legal, si el interesado o su representante se negaren a 
notificarse, la diligencia se considerará realizada en el lugar con cualquier 
persona que allí hubiere, dejándose constancia con la firma del funcionario 
y de dicha persona. En caso de negativa a firmar, se dejará constancia de 
ello y se entregará o, en su defecto, se dejará copia de la actuación en lugar 
visible.” 

 

• Diagnóstico del problema 

Se han detectado problemas para implementar las notificaciones  de la forma 
prevista por el Código de lo Contencioso Administrativo originalmente. 

         Fundamentación del cambio (necesidad, oportunidad, coherencia) 

La infraestructura con que efectivamente se cuenta para el desarrollo de esta 
tarea, tanto en relación a vehículos como funcionarios es muy limitada, y  la 
exigencia planteada inicialmente ha demostrado ser muy compleja de 
efectivizarse. 

       Definición clara del objetivo 

Dar respuesta a la problemática de trabajo en la sede judicial, ya que no todos 
los funcionarios tienen facultades para realizar estas diligencias. 

• Resultados esperados 

No afectar el funcionamiento normal de la Oficina. 

 

ART. XX 

“Sustituyese el inciso tercero del artículo 44 de la Ley N.º 20.333 por el 
siguiente:  “Cuando la notificación personal se practique en el domicilio, 
sea real o constituido, si el interesado no fuere encontrado o si el 
interesado o su representante se negaren a notificarse, la diligencia se 
considerará realizada en el lugar con cualquier persona que allí hubiere, 
dejándose constancia con la firma del funcionario y de dicha persona. En 
caso de negativa a firmar, se dejará constancia de ello y se entregará o, en 
su defecto, se dejará copia de la actuación en lugar visible.” 

Justificación: 

• Diagnóstico del problema 

     Realizar dos notificaciones genera desgaste en los recursos humanos y 
económicos sobrecargando inútilmente al Estado. 
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         Fundamentación del cambio (necesidad, oportunidad, coherencia) 

Se extienden los tiempos en detrimento de la firmeza del acto administrativo  y 
se afecta la seguridad jurídica ya que el Estado pierde certeza sobre el momento 
exacto en que sus decisiones quedan firmes.  

       Definición clara del objetivo 

Evita revivir acciones, que estaban caducas permitiendo al particular demandar 
de nulidad el  acto administrativo mucho tiempo después del  previsto, afectando 
la seguridad jurídica. 

• Resultados esperados 

Evitar una situación que afecta la igualdad de las partes. 

 

IV- Suprimir la figura del Urgimiento 

 ART  XX 

 

“Derógase los artículos 48 y 59 de la Ley N.º 20.333" 

Justificación: 

• Diagnóstico del problema 

En la medida que el Código no previó un plazo en el que se puede solicitar el 
urgimiento, pude entenderse que se puede pedir en cualquier momento, aún 
fuera del plazo de caducidad bienal para presentar la acción de nulidad 
implicando falta de seguridad jurídica, firmeza y confianza en el ordenamiento 
jurídico, por no existir un límite temporal para el accionamiento. 

• Fundamentación del cambio (necesidad, oportunidad, coherencia) 

Necesidad de dar seguridad al tráfico jurídico. La creación de este instituto no 
hace otra cosa que extender la incertidumbre, detener los plazos de caducidad 
aumentando el riesgo de la litigación tardía, incrementando los costos de 
gestión administrativa. 

 

• Definición clara del objetivo 

Eliminar la figura del urgimiento de modo que existan certezas sobre la firmeza 
de los actos administrativos. El urgimiento impide que el acto administrativo 
adquiera firmeza definitiva. En la práctica, se ha detectado que ha generado una 
sobrecarga de trabajo para los organismos obligando al Estado a emitir una 
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resolución expresa en el exiguo plazo de 30 días desde la presentación del 
urgimiento. 

Por lo tanto las oficinas públicas deben interrumpir su trámite regular para 
responder bajo apercibimiento de ratificar la denegatoria ficta. 

• Resultados esperados 

No afectar el desarrollo normal de la función pública en la Administración. 

 

V-  ART.XX 

 Recurso de Apelación. Artículos 196, 164 inciso final, 64, 65 y 139 inciso 1. 

Incorpórese al artículo 196 de la Ley N.º 20.333 los siguientes incisos: 

“La apelación tendrá efecto suspensivo cuando se trate de sentencias 
definitivas o interlocutorias que pongan fin al proceso y  hagan imposible 
su continuación. 

En todos los demás casos, la apelación no tendrá efecto suspensivo.  

La apelación tendrá efecto diferido en los casos expresamente 
establecidos por la ley." 

Justificación 

• Diagnóstico del problema 

Ante la ausencia de regulación expresa, se detectó incertidumbre por parte de 
los operadores del Derecho acerca de los efectos a otorgarse al recurso de 
apelación. 

• Fundamentación (necesidad, oportunidad, coherencia) 

Necesidad de otorgar certeza jurídica al justiciable sobre los efectos del recurso 
de apelación.  

•  Definición clara del objetivo 

Otorgar certeza jurídica al justiciable sobre los efectos del recurso de apelación 
conforme al Código General del Proceso. 

• Resultados esperados 

Que el justiciable tenga certeza sobre los efectos del recurso de apelación.  

VI- ART. XX 

 Sustitúyese el inciso final del artículo 164 de la Ley N.º 20.333 por el 
siguiente “La sentencia interlocutoria que decide sobre las excepciones 
previas, será apelable con efecto suspensivo.”  
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Justificación  

• Diagnóstico del problema 

Ante la ausencia de regulación expresa, se detectaron dos problemas. Por un 
lado, la falta de certeza jurídica sobre el efecto a otorgar a la apelación de la 
sentencia que decide sobre las excepciones previas, en la medida que las 
interpretaciones que se pueden realizar del Código General del Proceso 
respecto de este asunto no son del todo trasladables a la jurisdicción 
administrativa. Por otro lado, debido a la diferencia de plazos de tramitación en 
primera y segunda instancia, si no se dota a la apelación en análisis el efecto 
suspensivo, puede ocurrir que se resuelva primero el proceso principal sin que 
haya resuelto acerca de la excepción previa, pudiendo generarse incoherencias 
relevantes. 

• Fundamentación (necesidad, oportunidad, coherencia) 

Necesidad de otorgar certeza jurídica acerca de los efectos de la apelación de 
las sentencias que resuelven sobre excepciones previas y adjudicar un efecto 
que de coherencia al funcionamiento del sistema y se adapte a la jurisdicción 
contencioso administrativa y al contencioso anulatorio. 

• Definición del objetivo 

Evitar problemas de coherencia aplicando el principio de razonabilidad que es 
un metaprincipio de Derecho Público. 

• Resultados esperados 

Evitar pronunciamientos contradictorios debido a la diferencia de plazos de 
tramitación de primera y segunda instancia. 

VII- ART XX 

Incorpórese al artículo 64 de la Ley N.º 20.333 el siguiente inciso final: 

“La sentencia que decida sobre la intervención del tercero será apelable 
con efecto suspensivo.” 

• Diagnóstico del problema: 

Se detectaron dos problemas. Por un lado, incertidumbre de los operadores del 
Derecho acerca de la procedencia o improcedencia del recurso de apelación de 
las sentencias que decide sobre la intervención del tercero. Por otro lado, en 
caso de considerarla apelable, existen diferentes posiciones sobre el efecto de 
la apelación. Considerando la diferencia de plazos de tramitación en primera y 
segunda instancia, si no se dota a la apelación en análisis el efecto suspensivo, 
puede ocurrir que se resuelva primero el proceso principal sin que se haya 
resuelto acerca de la intervención del tercero, pudiendo generarse incoherencias 
relevantes. 
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• Fundamentación (necesidad, oportunidad, coherencia) 

Necesidad de permitir el acceso a la justicia y a la garantía de revisión de las 
sentencias que deciden sobre la intervención de terceros, en consonancia con el 
principio de tutela jurisdiccional efectiva, rector de los procesos jurisdiccionales 
contenciosos administrativos previsto en el artículo 3 del CCA.  

Necesidad de dar certeza jurídica sobre el efecto de la apelación de las 
sentencias que resuelven sobre la intervención de terceros y adjudicar un efecto 
que de coherencia al funcionamiento del sistema y se adapte a la jurisdicción 
contencioso administrativa y al contencioso anulatorio. 

• Definición del objetivo 

Ampliar el acceso a la justicia y a la garantía de revisión de las sentencias que 
deciden sobre la intervención de terceros y evitar problemas de coherencia 
aplicando el principio de razonabilidad que es un metaprincipio de Derecho 
Público. 

• Resultados esperados 

Ampliar el acceso a la justicia y a la garantía de revisión de las sentencias que 
deciden sobre la intervención de terceros y evitar pronunciamientos 
contradictorios debido a la diferencia de plazos de tramitación de primera y 
segunda instancia. 

VIII-  ART XX  “Incorpórese al artículo 65 de la ley N.º 20.333 de fecha 11 de 
Setiembre de 2024 el siguiente inciso final: 

“La sentencia que decida sobre la intervención del tercero será apelable 
con efecto suspensivo.” 

• Diagnóstico del problema: 

Se detectaron dos problemas. Por un lado, incertidumbre de los operadores del 
Derecho acerca de la procedencia o improcedencia del recurso de apelación de 
las sentencias que decide sobre la intervención del tercero. Por otro lado, en 
caso de considerarla apelable, existen diferentes posiciones sobre el efecto de 
la apelación. Considerando la diferencia de plazos de tramitación en primera y 
segunda instancia, si no se dota a la apelación en análisis el efecto suspensivo, 
puede ocurrir que se resuelva primero el proceso principal sin que se haya 
resuelto acerca de la intervención del tercero, pudiendo generarse incoherencias 
relevantes. 

• Fundamentación (necesidad, oportunidad, coherencia) 

Necesidad de permitir el acceso a la justicia y a la garantía de la posibilidad de 
revisión de las sentencias que deciden sobre la intervención de terceros, en 
consonancia con el principio de tutela jurisdiccional efectiva, rector de los 
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procesos jurisdiccionales contenciosos administrativos previsto en el artículo 3 
del CCA.  

Necesidad de dar certeza jurídica sobre el efecto de la apelación de las 
sentencias que resuelven sobre la intervención de terceros y adjudicar un efecto 
que de coherencia al funcionamiento del sistema y se adapte a la jurisdicción 
contencioso administrativa y al contencioso anulatorio. 

• Definición del objetivo 

Ampliar el acceso a la justicia y a la garantía de revisión de las sentencias que 
deciden sobre la intervención de terceros y evitar problemas de coherencia 
aplicando el principio de razonabilidad que es un metaprincipio de Derecho 
Público. 

• Resultados esperados 

Ampliar el acceso a la justicia y a la garantía de revisión de las sentencias que 
deciden sobre la intervención de terceros y evitar pronunciamientos 
contradictorios debido a la diferencia de plazos de tramitación de primera y 
segunda instancia. 

IX- ART.XX 

Sustitúyese el inciso 1 del artículo 139 en la redacción dada por la Ley N.º 
20.333 por el siguiente: 

“Las providencias dictadas en el curso del incidente solo admitirán recurso 
de reposición y la sentencia interlocutoria que le ponga fin admitirá los 
recursos de reposición y apelación con efecto diferido, salvo texto expreso 
en contrario”. 

• Diagnóstico del problema 

Se detectó que el CCA impide la revisión de las sentencias dictadas por los 
Jueces Letrados en lo Contencioso Anulatorio decidiendo los incidentes que en 
algunos casos pueden ser de gran relevancia para los administrados.  

•  Fundamentación del cambio (necesidad, oportunidad, coherencia) 

Necesidad de permitir el acceso a la justicia y a la garantía de la doble instancia, 
en consonancia con el principio de tutela jurisdiccional efectiva, rector de los 
procesos jurisdiccionales contenciosos administrativos previsto en el artículo 3 
del CCA.  

•  Definición clara del objetivo 

Reforzar el acceso a la justicia y garantizar el cumplimiento del principio de la 
tutela jurisdiccional efectiva al permitirse el examen en doble instancia en los 
casos que hoy esta vedado siguiendo el lineamiento del Código General del 
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Proceso en cuanto a la apelabilidad y sus efectos, en protección de los derechos 
de las personas y la Administración. 

•  Resultados esperados 

Otorgar a las personas y a la Administración la posibilidad de acceder a la 
revisión de las sentencias en doble instancia y aumentar las garantías de las 
partes. 

X)  Regulación de la constitución de domicilio en los estrados.  

ART.XX 

Incorpórese al art. 84 de la ley Nº 20333 el siguiente inciso final   “ A quien 
fuere emplazado y no compareciere fijando domicilio procesal se le 
aplicará lo dispuesto en el art. 84 CCA inc.1” 

Justificación: 

• Diagnóstico del problema 

El artículo 84 prevé la consecuencia de comparecer y omitir denunciar el 
domicilio electrónico, teniéndolo por constituido en los estados, pero no prevé 
expresamente la posibilidad de aplicar la misma consecuencia cuando no 
compareció. La falta de previsión de esta situación da lugar a la problemática de 
que correspondería realizar publicaciones de cada providencia dictada con su 
correspondiente gasto y retraso de los plazos del juicio cuando el tercero 
emplazado no compareció y tiene domicilio en el interior del país o cuyo domicilio 
real se desconoce habiendo sido emplazado por edictos.  

• Fundamentación (necesidad, oportunidad, coherencia) 

Necesidad de solucionar la problemática antes expuesta mediante la extensión 
de la solución adoptada por el propio Código y el Código General del Proceso 
para el caso en que la persona comparece y omite denunciar el domicilio 
electrónico. 

• Definición clara del objetivo 

Favorecer la agilidad de los procesos. 

• Resultados esperados 

Evitar retrasos no deseados. 

XI ) Partida de capacitación  

ART.XX 

“Considéranse incluidos en el artículo 664 de la ley N° 18719 de 27 de 
Diciembre de 2010 a los Jueces Letrados de lo Contencioso Anulatorio del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 
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El Tribunal de lo Contencioso Administrativo financiará la erogación con 
créditos propios.” 

Justificación: 

• Diagnóstico 

El problema planteado es que en dicha norma se encuentran incluidos los cargos 
de los Sres. Ministros del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, únicos 
cargos jurisdiccionales antes de la reforma procesal consagrada en la ley N.° 
20.333 para percibir la partida de perfeccionamiento académico.  Con el nuevo 
Código de lo Contencioso Administrativo se han creado órganos jurisdiccionales 
de primera instancia, en la actualidad 4 Jueces con competencia nacional y por 
disposición legal deben percibir la partida de capacitación en forma equivalente 
a sus similares del Poder Judicial. 

• Fundamentación (necesidad, oportunidad, coherencia) 

La necesidad de capacitación, adquisición de libros que es fundamental para la 
actualización de conocimientos. 

• Definición clara del objetivo 

Evitar la discriminación en perjuicio de la capacitación de los nuevos jueces que 
integran el sistema orgánico TCA después de 2024. 

• Resultados esperados 

Fortalecer la calidad de la justicia administrativa en el país. 

XII ) Plazo para el dictado de las providencias de mero trámite. 

ART.XX 

Sustituyese el inciso final del artículo 174 de la ley N.º 20.333 por el 
siguiente: 

“En este último caso deberán dictarse dentro de las setenta y dos horas de 
presentadas las peticiones de las partes o las exposiciones de la oficina.” 

Justificación: 

• Diagnóstico 

La estructura funcional de las sedes de primera instancia en la justicia 
administrativa es más limitada que en la justicia ordinaria por lo que el plazo 
establecido en la norma para el dictado de la providencia es sumamente exiguo. 
El referido plazo se cuenta desde que el escrito fue presentado, y dada la 
cantidad de trabajo y la necesidad de control de la oficina previo a subir el 
expediente a despacho, en los hechos el magistrado cuenta con muy pocas 
horas para el dictado de la resolución perjudicando la calidad de la prestación de 
justicia.  
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• Fundamentación (necesidad, oportunidad, coherencia) 

Necesidad de ajustar el plazo de modo que el magistrado cuente con el tiempo 
necesario para el dictado de la resolución contemplando el tiempo que insume 
el trámite administrativo del giro del expediente, el control previo por parte de la 
oficina actuaria y la cantidad de trabajo. 

•  Definición clara del objetivo 

Mejorar la gestión jurisdiccional. 

• Resultados esperados 

Mejora la calidad de la prestación de justicia. 

 

XIII- 

-ART.XX 

“Suprímese el inciso. 3 del artículo 188  de la ley Nº 20333”. 

 Justificación: 

a) Diagnóstico 
La doctrina se ha pronunciado en cuanto a la inconstitucionalidad del 
inciso 3º en su redacción original, pues contraría lo dispuesto en el artículo 
311 al interpretarse que los Juzgados serían competentes para anular con 
efectos generales y absolutos.  
 

b) Fundamentación  ( necesidad , oportunidad, coherencia) 

Reservar al Tribunal de lo Contencioso Administrativo la competencia 
conferida por mandato constitucional de anulación, con efectos generales 
y absolutos (art. 311 de la Constitución). 

 

c) Definición clara del objetivo 
El objetivo se desprende de lo expresado previamente, mantener la 
competencia conferida por la Constitución al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo.  
 

d) Resultados esperados  

Dar coherencia a la Jurisdicción Contencioso Administrativa delimitando 
las competencias de Tribunal de lo Contencioso Administrativo y de los 
tribunales inferiores, en un todo acorde a la Constitución Nacional.  
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COMPLEMENTACION DE LA FUNDAMENTACION REMITIDA 

POR EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

Junio 2026 

 

 

Contexto funcional 

 

El Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Uruguay, (TCA)  es 

un órgano de creación constitucional que tiene una competencia 

jurisdiccional originaria técnica, independiente de los demás 

Poderes de gobierno y con igual jerarquía que la Suprema Corte de 

Justicia asignada por la máxima norma jurídica del país. En efecto, 

su competencia es conocer en las demandas de nulidad de actos 

administrativos definitivos cumplidos por la Administración Pública 

en el ejercicio de sus funciones, contrarios a una regla de derecho o 

con desviación de poder según dispone el artículo 309 de la 

Constitución. 

Asimismo, según el artículo 313, el Tribunal entiende en todas las 

contiendas de competencia interadministrativas fundadas en la 

legislación y en las diferencias que se susciten entre el Poder 

Ejecutivo, los Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y 

Servicios Descentralizados, y también en las contiendas o 

diferencias entre uno y otro de estos órganos. 

También tiene competencia en las contiendas o diferencias que se 

produzcan entre los miembros de las Juntas Departamentales, 

Directorios o Consejos de los Entes Autónomos o Servicios 
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Descentralizados, siempre que no hayan podido ser resueltas por el 

procedimiento normal de la formación de la voluntad del órgano. 

A partir de la creación de los Juzgados Letrados de lo Contencioso 

Anulatorio, por disposición de los artículos 453 y siguientes de la 

Ley N° 20212 se estableció la jurisdicción contenciosa 

administrativa como un sistema orgánico encabezado por el 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

El nuevo Código de lo Contencioso Administrativo (CCA) aprobado 

por Ley N° 20333 de 2024, en su artículo 6 lo plasmo 

expresamente, disponiéndose en el artículo 14 de dicho Código 

que, al Tribunal de lo Contencioso Administrativo, le corresponde 

ejercer la superintendencia directiva, correctiva, consultiva y 

económica sobre los órganos jurisdiccionales inferiores y demás 

dependencias que hacen parte del sistema orgánico de la 

Jurisdicción Contenciosa Administrativa. 

Asimismo, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo conoce en 

instancia única de las demandas de nulidad de actos 

administrativos definitivos que produzcan efectos generales, 

cualquiera sea la denominación que se les atribuya y en segunda 

instancia en los recursos de apelación de los órganos inferiores. 

En la actualidad existen cuatro órganos inferiores en la justicia 

administrativa en el marco del sistema orgánico del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo:  los Juzgados Letrados de lo 

Contencioso Anulatorio de 1er, 2do, 3er y 4to turno cuya sede es 

Montevideo. 

Estos Juzgados conocen en primera instancia de las demandas de 

nulidad de actos administrativos definitivos que produzcan efectos 
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jurídicos particulares, cualquiera sea la denominación que se les 

atribuya según surge del artículo 20 del CCA. 

Dicho Código en el artículo 21 establece en algunos casos que 

entiendan en instancia única, sin revisión posible, tales como 

calificaciones de funcionarios públicos o de sanciones disciplinarias 

de observación, apercibimiento o suspensión que no exceda de 

quince días; clausuras , prohibiciones, inhabilitaciones o 

suspensiones de actividades que no superen el término de 5 días y 

fuera de los casos anteriores cuando la cuantía del asunto no 

exceda de 70 Unidades Reajustables, para cuya determinación se 

estará a la expresada por el actor en su demanda salvo que ella 

surja del acto cuya anulación se solicita. 

El Tribunal de lo Contencioso Administrativo, en su calidad de 

jerarca del sistema y a un año y medio de implementación del 

nuevo Código ha valorado el funcionamiento y entiende que el 

artículo 21 debe ser suprimido como se propuso en los artículos 

remitidos al Ministerio de Economía y Finanzas para la Rendición 

de Cuentas 2026.  

En efecto, la doble instancia es más garantista para las partes y el 

funcionamiento de la justicia. 

En esta misma línea de pensamiento es que el Código de lo 

Contencioso Administrativo modificó expresamente en el artículo 2 

la realidad anterior, al establecer la justiciabilidad plena para las 

pretensiones  propias de las jurisdicción contencioso administrativa 

reguladas por el mismo.  En efecto allí se afirma expresamente que 

dichas pretensiones no excluyen todas las demás sean de 

naturaleza  provisional, cautelar, declarativa, constitutiva o de 
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condena, dar hacer o no hacer que se puedan plantear contra las 

entidades públicas estatales ante los tribunales competentes. 

Cuando el Tribunal de lo Contencioso Administrativo plantea la 

supresión de la instancia única y que en todos los procesos se 

pueda acceder a la doble instancia, se está reforzando el derecho 

de acceso a la justicia y cumpliendo con el artículo 3 del Código de 

lo Contencioso Administrativo en cuanto al principio de tutela 

jurisdiccional efectiva. 

A su vez dado que los cuatro órganos inferiores abarcan todos los 

casos en que las personas requieran plantear demandas de nulidad 

contra actos administrativos con efectos particulares dictados por 

órganos administrativos de cualquier lugar del territorio nacional, 

estos órganos jurisdiccionales, tienen un crecimiento exponencial 

cada vez mayor. 

Por ello es muy importante asegurar la continuidad del servicio de 

justicia, ya que a lo largo de un año, se producen distintas 

situaciones excepcionales de licencias por enfermedad, maternidad 

etc., que implican subrogaciones extensas, que alteran la 

normalidad del funcionamiento de varias Oficinas. 

Son solo cuatro jueces desde el año 2026, que controlan la 

legalidad de la actuación de la Administración en el marco de su 

competencia, por lo que es necesario fortalecer la justicia 

administrativa, proponiéndose que se tenga presente la necesidad 

de un Juez suplente. 


